PROYECTO DE LEY.

“Por el cual se establece la naturaleza jurídica del vinculo contractual de las madres comunitarias y se dictan otras disposiciones” 
Bogotá, julio de 2008.

Doctor
GERMAN VARON COTRINO

Presidente

Honorable Cámara de Representantes 

Ref. Proyecto de Ley “Por el cual se establece la naturaleza jurídica del vinculo contractual de las madres comunitarias y se dictan otras disposiciones”
Respetado Señor Presidente,

Por medio de la presente, solicito se dé trámite al Proyecto de Ley de la referencia, cuyo objetivo, justificación y articulado, expongo a continuación:   
El Congreso de la República, por medio de la Ley 7 de 1979, fijó los principios fundamentales para consagrar medidas de protección de la niñez colombiana, estableció el Sistema Nacional de Bienestar Familiar y reorganizó el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al cual le asignó a través de su Junta Directiva, entre otras funciones, la de formular la política general, y los planes y programas en la materia. 

 

Posteriormente, el legislador, por medio de la Ley 89 de 1988, asignó unos recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar destinados a desarrollar y dar cobertura a los Hogares Comunitarios de Bienestar de las poblaciones infantiles más vulnerables del país, definidos éstos como “aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos sociales pobres del país”. 

Como se deduce de la definición anteriormente citada, desde el principio se sostuvo que no  existe contrato laboral ni ninguna otra clase de relación laboral entre las madres comunitarias (que se hacían cargo de la atención prestada por el hogar comunitario), las asociaciones de padres de familia y el ICBF, puesto que el programa fue creado para fortalecer la responsabilidad de los padres en la formación y cuidado de sus hijos, con su trabajo solidario y el de la comunidad en general. (Acuerdo 21 de noviembre 1989).
De hecho, el Decreto 1471 de 1990, dispuso, que los programas del ICBF se fundamentarán entre otros, en la participación de la comunidad: “El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar asesorará y promoverá la forma organizativa requerida para lograr la participación mediante el trabajo solidario y contribución voluntaria de la comunidad. Dicha participación en ningún caso implica relación laboral con los organismos o entidades responsables por la ejecución de los programas.” 
El tipo de vinculación debía ser “solidaria” y “voluntaria”, por cuanto la obligación de asistir y proteger a los niños, corresponde a los miembros de la sociedad y la familia. (Ver: Decreto 1340 de 1995 que derogó el Decreto 2019 de 1989.)

La normatividad posterior, retoma las disposiciones sobre trabajo solidario y contribución voluntaria de la comunidad, negando siempre la existencia de una relación laboral entre las madres comunitarias y los organismos o entidades responsables por la ejecución de los programas. Al respecto, se puede consultar la Resolución 680 de abril de 1991, el Acuerdo 019 de abril de 1993, el Acuerdo 021 de abril de 1996 y el Acuerdo 38 de agosto de 1996. 

Sin embargo, a pesar de negarse sistemáticamente la existencia de relación laboral entre las madres comunitarias y los organismos o entidades responsables por la ejecución de los programas, la Ley 509 de julio de 1999, dispuso la creación de algunos beneficios a favor de las Madres Comunitarias en materia de seguridad social, posibilitando su afiliación al régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud y otorgándoles un subsidio pensional. 
La Corte Constitucional, también ha sostenido que no existe contrato laboral ni ninguna otra clase de relación laboral entre las madres comunitarias y el ICBF, sino una relación contractual de origen civil entre la madre y la Asociación de Padres de Familia con la cual colabora.
En Sentencia T-269/95, la Corte Constitucional consideró que el vínculo que une a las madres comunitarias con las Asociaciones de Padres de Familia y el ICBF, es de naturaleza contractual, “sin duda, alrededor de la relación surgida entre ambas partes -una entidad sin ánimo de lucro, de beneficio  social, vinculada al Sistema Nacional de Bienestar Familiar, y un particular que nunca ostentó la calidad de empleado-, se puede decir que fue de orden civil; bilateral, en la medida en que los contratantes se obligaron recíprocamente: la madre, a la satisfacción del interés de su contraparte, o sea la adecuada prestación de una serie de servicios a los niños usuarios y a sus padres, y la asociación, al apoyo debido y al pago de la beca suministrada por el I.C.B.F.; consensual, puesto que no requirió de ninguna solemnidad; onerosa, porque daba derecho a la madre comunitaria para percibir parcialmente parte de la beca mencionada.”
A su vez, en Sentencia T-668 de 2000 la Corte explicó las razones por las cuales el vínculo de madres comunitarias con las Asociaciones de Padres de Familia y el ICBF no es laboral: “(las madres comunitarias) no prestan un servicio personal al ICBF, porque aunque desarrollan su labor siguiendo los lineamientos y procedimientos técnicos y administrativas que les señala esta entidad, no lo hacen bajo subordinación; tampoco reciben salario como retribución a su servicio, sino el valor de una beca por cada niño que atienden para satisfacer las necesidades básicas del hogar comunitario para su normal funcionamiento y que tiene como fin la obtención de material didáctico de consumo y duradero, ración, reposición de la dotación, aseo y combustible de los menores a su cargo. Por tanto, no aparecen demostrados ninguno de los elementos constitutivos del contrato de trabajo. (…) Tampoco existe una relación legal y reglamentaria que las vincule como empleadas de dicho instituto, porque no se dan los presupuestos jurídicos ni fácticos conforme a los cuales pueda configurarse una vinculación de esta naturaleza. (…) (En conclusión) a pesar de que el ICBF establece los criterios, parámetros y procedimientos técnicos y administrativos que permiten la organización y funcionamiento del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, éste no es el empleador de las madres comunitarias; por tal razón no existe contrato laboral ni ninguna otra clase de relación laboral entre las actoras y el ICBF, sino una relación contractual de origen civil entre la madre comunitaria y la Asociación de Padres de Familia con la cual colabora.”

Dicha posición fue reiterada por la mayoría de la Corte en Sentencia SU-224/98. Sin embargo, los Magistrados Carlos Gaviria Díaz, José Gregorio Hernández, Alejandro Martínez Caballero, salvaron el voto por considerar que en realidad sí existe contrato laboral entre las madres comunitarias, las asociaciones de padres de familia y el ICBF, y no una mera relación contractual de origen civil. Por ser de vital importancia para el presente proyecto de Ley, a continuación se trascriben algunos de los apartes más importantes del salvamento de voto: 
“A nuestro juicio, la Corte se limita a afirmar el carácter contractual de la relación, sin sustentarlo a la luz de los principios constitucionales, en especial los contemplados en el artículo 53 de la Carta, y desconociendo lamentablemente la realidad de las condiciones en que se prestan los servicios personales por las madres comunitarias.

 

La Corte tenía en este caso a su conocimiento un asunto que le brindaba excepcional oportunidad para dilucidar doctrinariamente, de fondo y de manera clara y precisa, el tipo de relación jurídica que surge como consecuencia de las normas que permiten el funcionamiento de los hogares comunitarios.

 

Específicamente, era de esperar que, ante la arbitrariedad puesta de presente en los hechos materia de proceso, habría de resolver la Corte si el vínculo creado entre el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o las comunidades que en su nombre instauran y sostienen tales hogares, por una parte, y las madres comunitarias, por la otra, es únicamente de naturaleza civil, con puros efectos de índole contractual entre partes iguales, o si, por el contrario, se trata de una verdadera relación laboral, con todas las consecuencias que ella apareja.

 

Prefirió la Corporación eludir todo examen material del problema, remitiendo su dictamen a los argumentos del juez de instancia y a lo dicho en sentencia anterior de una sala de revisión, sin profundizar en elementos tales como la continuada subordinación y dependencia de las madres comunitarias, su obligación de cumplir horario, su necesaria presencia en el hogar correspondiente, el sometimiento a instrucciones sobre el funcionamiento de aquél, la insistencia de una ínfima remuneración periódica inferior al salario mínimo legal, la prestación efectiva, cierta, constante y además exclusiva de un servicio personal, elementos todos ellos que, si se hubiese aplicado un criterio de prevalencia del Derecho sustancial, deberían haber llevado, en sana lógica y en desarrollo de la doctrina sentada por la Corte en otros casos (v.gr., en el de los maestros), a concluir que en realidad está de por medio el trabajo de un importante número de mujeres colombianas claramente discriminadas en relación con los demás trabajadores, y que inclusive -dado el nivel de sus únicos ingresos- ven comprometido su mínimo vital.

 

Por tanto, el interrogante que suscita la situación de la actora permanecerá todavía por mucho tiempo en el limbo, hasta que la propia ley lo defina o esta Corte, con mayor decisión que la ahora demostrada, proceda a examinarla a la luz de la Carta Política, con un criterio sustancial que extienda a ese importante sector de los trabajadores los fundamentos constitucionales que reconozcan a la relación que entablan con el Estado su innegable carácter laboral.
 

Será sólo entonces cuando el postulado de "primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales", proclamado por el artículo 53 de la Constitución Política -varias veces aplicado con fortuna en nuestra jurisprudencia constitucional- proyecte sus consecuencias a plenitud en las injustas circunstancias que afrontan las madres comunitarias.” (Subrayado fuera del texto) 
 

Considero acertado el salvamento de voto de la Corte, pues en la práctica se presentan todos los elementos jurídicos necesarios (subordinación, remuneración y horario) para poder afirmar que existe una verdadera relación laboral entre las madres comunitarias, las asociaciones de padres de familia y el ICBF, y no una mera relación contractual de origen civil.
 

En ese orden de ideas, es éste Congreso quien debe tomar una decisión justa, aplicando el criterio de prevalencia del derecho sustancial, al reconocer que para que las madres comunitarias sigan realizando sus labores, debe mediar un contrato laboral de por medio. De lo contrario, un número importante de mujeres colombianas seguirán siendo discriminadas en relación con los demás trabajadores. 
Al menos cinco proyectos de Ley se han presentado hasta el momento en el mismo sentido o en sentidos similares al aquí planteado. Dentro de los proyectos archivados que se presentaron se encuentran: 

· Proyecto 51 de 1992: “Por el cual se establecen beneficios económicos para las madres comunitarias y se dictan otras disposiciones relacionadas con el ICBF.” (Autora: Clara Pinillos.) 
El proyecto proponía, entre otras cosas, que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, tuviera la obligación de entregar cada mes a las Asociaciones de Padres de Familia de los Hogares Comunitarios de Bienestar, fondos suficientes para que reconocer los servicios de las madres comunitarias con una beca no inferior al salario mínimo legal mensual. 

· Proyecto 158 de 1993: “Por el cual se reglamenta parte del incremento anual del situado fiscal, se financian las “becas” de las madres comunitarias y algunas de las prestaciones sociales.” (Autor: Samuel Moreno Rojas.)

El Proyecto planteaba tres propuestas: a) Las partidas correspondientes a las becas y las prestaciones sociales de las madres comunitarias, debían ser cubiertas con el porcentaje de aumento del situado fiscal destinado a los entes municipales. b) Cada año, de manera consecutiva, se debería nivelar el monto de las becas correspondiente a las madres comunitarias, complementando la partida dispuesta por el ICBF hasta llegar a la altura del salario mínimo que rija para el país. c) Una vez cubierto el monto de la beca al nivel del salario mínimo, los porcentajes que se aumentan al situado fiscal como ente municipal, se deberían invertir en atender los frentes de seguridad social de invalidez, vejez y muerte, similar al de los trabajadores asalariados. 

· Proyecto de Ley 255 de 1995 Cámara: “Por la cual se establece la filiación de las madres comunitarias al sistema de Seguridad Social Integral, se incrementan sus becas, se crea una beca especial y se otorgan unos subsidios” 

El proyecto buscaba entre otras cosas, incrementar el valor de las becas que reciben las madres comunitarias de la siguiente forma: Para el año de 1996 deberían recibir el equivalente al 75% del SMMLV, y para el año 1997 y a partir de este, la beca sería del valor de 100% del SMMLV.  

· Proyecto 197 de 2001: “Por medio de la cual se reorganiza y complementa el Programa de Hogares Comunitarios del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones.” (Autor: José Renán Trujillo.) 

El proyecto proponía, entre otras cosas: a) Que se entendiera por madres comunitarias “todas aquellas personas que presten sus servicios personales, cuidando de algunos miembros de sectores poblacionales más vulnerables en un Hogar Comunitario de Bienestar, bajo la continuada subordinación a la Organización Comunitaria correspondiente, mediante remuneración justa, vital y móvil.” (Subrayado fuera del texto). b) Que el servicio prestado por el Sistema de Hogares Comunitarios se implementara mediante la celebración de contratos estatales entre el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y las Organizaciones Comunitarias. Tales contratos serían denominados genéricamente Contratos de Colaboración, y estarían regidos, en lo que les corresponda, por la Ley 80 de 1993 y las disposiciones que la adicionen o modifiquen. c) Que las partes del contrato, en ningún caso, podrían pactar en contrario obligaciones como la siguiente: “a) La obligación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar de transferir a la Organización Comunitaria la totalidad de los recursos necesarios para el pago de salario mínimo, vital y móvil, prestaciones sociales y aportes de seguridad social derivados del contrato laboral existente entre tales Organizaciones y las Madres Comunitarias que laboren en los Hogares Comunitarios de Bienestar a su cargo.” (Subrayado fuera del texto) d) Que el Sistema de Hogares Comunitarios fuera financiado entre otros, con los recursos que asignara el Gobierno Nacional a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para pagar los salarios, prestaciones sociales y aportes de seguridad social derivados del contrato laboral existente entre las Organizaciones Comunitarias y las Madres Comunitarias. e) Que las Madres Comunitarias serían seleccionadas y contratadas autónomamente por la Organización Comunitaria respectiva, en conformidad con el número de Madres Comunitarias acordado con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en el Contrato de Colaboración. f) Que “las Madres Comunitarias serán trabajadoras particulares, estarán subordinadas a la Organización Comunitaria responsable del Hogar Comunitario de Bienestar en el que trabajen, y tendrán un vínculo laboral con ésta, regido por el Código Sustantivo del Trabajo. Sin perjuicio de lo anterior, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar será solidariamente responsable con la Organización Comunitaria por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho las Madres Comunitarias, solidaridad que no obsta para que las partes del Contrato de Colaboración pacten las garantías que consideren procedentes.” (Subrayado fuera del texto). g) Que en virtud de la relación laboral existente entre las Madres Comunitarias y la Organización Comunitaria, para todos los efectos del Sistema de Seguridad Social, las Madres Comunitarias serán consideradas trabajadoras dependientes del sector privado. 
· Proyecto 119 de 2001: “Por el cual se establecen sueldos para las madres comunitarias dependientes del ICBF” (Autor: Samuel Moreno Rojas). 

Se expone en su articulado que las madres comunitarias que cumplan 10 años continuos trabajando en el programa de hogares comunitarios y que no hayan merecido sanción de ninguna índole, devengarán en adelante, el salario mínimo legal. 

· Proyecto 224 de 2001: “Por el cual se establecen sueldos para las madres  comunitarias dependientes del ICBF” (Autor: Samuel Moreno Rojas.) 

Las prestaciones que se decretan a favor de las madres comunitarias, son las mismas del Proyecto 119 de 2001. 

Es claro que el Congreso lleva más de 15 años tratando de reconocer de múltiples maneras,  que debe mediar un contrato laboral de por medio para que las madres comunitarias sigan prestando sus servicios, gracias al cual obtengan como mínimo, la remuneración correspondiente a un salario mínimo, vital y móvil. 

Recientemente, la ley 1187 del 14 de abril de 2008,  establece nuevos lineamientos para el financiamiento de la afiliación al Régimen contributivo del grupo familiar de las madres comunitarias y  además reconoce  un incremento  para las bonificaciones de las madres comunitarias, al establecer una bonificación igual al 70% del SMLMV. Sin embargo esta ley que debe ser cumplida a cabalidad por el gobierno y sus agentes, no esta siendo aplicada en su estricto sentido y contenido, ya que el Gobierno Nacional, mediante el decreto 1490 del 6 de mayo de 2008, ha establecido, en nuestro criterio en contra de la ley, que las bonificaciones a las madres se otorgarán “hasta” en un 70% de conformidad con  algunas condiciones de tiempo, modo y lugar establecidas en el precitado decreto, para lo cual el su Art. 2° estipulo unas tablas de escalonamiento para otorgar  la bonificación.  
Ahora, debe tenerse en cuenta que la totalidad del costo del Proyecto de Ley, que aquí  está cubierta. El ejecutivo, simplemente tiene que hacer cumplir la Ley 27 de 1974 y 89 de 1988. Lo anterior, por las siguientes razones:   
La Ley 27 de 1974, el su artículo segundo, destinó el 2% del valor de la nómina mensual de salarios (parafiscales) para que “el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar atienda a la creación y sostenimiento de centros de atención integral al preescolar (…)” En otras palabras, se quiso que dicho valor se destinara a la creación y sostenimiento de los hogares infantiles de Bienestar y similares. 

Posteriormente, el artículo primero de la Ley 89 de 1988, incrementó de 2 a 3% los aportes parafiscales que debían serle transferidos  al ICBF. De acuerdo con el parágrafo 2 del artículo 1 de la mencionada Ley, “el incremento de los recursos que establece esta Ley se dedicará exclusivamente a dar continuidad, desarrollo y cobertura a los Hogares Comunitarios de Bienestar de las poblaciones infantiles más vulnerables del país. (…)

Teniendo en cuenta lo anterior se tiene lo siguiente: 
COSTO DE OTORGAR UN SALARIO MÍNIMO A LAS MADRES COMUNITARIAS

Salario vigente para 2008: $ 461.500

Costo, para el empleador, de un trabajador que recibe el salario mínimo en 2008:               $ 806.648 (Valor que incluye todos los factores prestacionales, incluidos aportes al sistema de seguridad social en salud y pensiones) 
El subsidio de transporte para 2008 es de: $ 55.000, sin embargo este no es necesario ya que la labor se desempeña sin necesidad  de trasnportarse. 
Teniendo en cuenta lo anterior  el Salario Mínimo para las Madres comunitarias para esta vigencia  correspondería a  $751.648.

El número total de madres comunitarias, registradas para el 2008, es de 78.521; 16.066 en el programa FAMI, y, 62.455 dedicadas a los niños entre 0 y 7 años. En el programa de 0 a 7 años, se encuentran inscritos 795.668  niños; por su parte, en el programa FAMI, 407.822 usuarios (madres gestantes y lactantes). Las madres comunitarias que trabajan en los programas FAMI y madres de niños entre 0 y 7 años reciben las siguientes remuneraciones:

El ICBF le otorga a cada madre comunitaria una bonificación mensual que, como mínimo llega a $ 216.360 y, como máximo alcanza $252.420, en el caso de las Madres Tradicionales (programa 0-7 años) de tiempo completo; en el caso de las Madres Tradicionales de medio tiempo, la máxima llega a $209.580 y la mínima a $179.640. Para el caso de la Madres en Hogares Tradicionales, la bonificación mensual promedio es de  $  214.500 y la bonificación promedio anual es de $ 160.759.170.000, por todas las madres de esta modalidad.

No obstante, de  conformidad  con la ley 1187 de 2008 y el decreto 1490 de 2008, las madres comunitarias reciben una bonificación mínima de  $ 184.596.00 y como máximo alcanza  $ 323.400.00 (70% SMLMV); 
Si partimos de la  bonificación máxima el costo total anual de pagarle a todas las Madres Comunitarias (Hogares tradicionales y FAMI) una bonificación que mensualmente llega al 70% del salario mínimo equivale a $ 304.394.508.600.

De esta manera, le tendríamos que restar a los $ 708.241.831.296 (costo de otorgar un salario mínimo sin subsidio de transporte a todas la Madres) los $ 304.394.508.600 (que ya estaría asignando el ICBF como bonificación a las Madres). Esto nos daría como resultado,  que el costo efectivo real de pagar el salario mínimo a las madres llegaría a $ 403.847.322.696.

PRESUPUESTO DEL ICBF PARA LA VIGENCIA FISCAL DE 2008.

Total Presupuesto:                   $ 2.348.223.726.120

Recursos propios:                    $ 2.321.248.726.000

Aporte Nacional:                         $ 26. 975.000.120   

Dentro de los recursos propios, 

Ingresos Corrientes:                                                $ 2.584.000.000

Recursos de Capital:                                            $ 328.340.000.000

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES:        $ 1.990.324.300.000

De los puntos porcentuales de los parafiscales que corresponden al ICBF, 3%,  un punto porcentual, o la tercera parte de esos tres puntos porcentuales, significa:                      $ 663.441.433.333. Para el 2008, el presupuesto para los programas de Hogares Comunitarios es de $ 511.665.5 millones de pesos ($ 59.851.3 para FAMI más                $ 451.814.2 para Tradicionales). Para Hogares Infantiles, el presupuesto, en el año 2008, llega a los $ 162.252 millones de pesos.  Estas cifras indican que a los Hogares Comunitarios de Bienestar se le están dejando de girar $ 1. 316.406.8 un billón trescientos diez y seis millones de pesos, es decir es dinero que  se esta dejando de gastar en la destinación específica que legalmente tiene. 
La iniciativa de pagarles un salario mínimo completo a las Madres cuesta, efectivamente (teniendo en cuenta el pago del 70% del SMLV) $ 403.847.322.696.
En total, para cubrir los costos de estos programas y remunerar a las madres comunitarias con un salario mínimo, el ICBF sólo tendría que destinar aproximadamente $1.077.764.822.696 de pesos de los parafiscales.

Esto quiere decir que para asumir el resto de programas a su cargo, el ICBF contaría con $ 912.559.477.304 (resto de los parafiscales), más $ 2.584.000.000 (ingresos corrientes) más $ 328.340.000.000 (recursos de capital), más $ 26.975.000.120  (aporte nacional), que en total representan $ 1.270.458.477.424. 

Se debe tener en cuenta que para este año, de acuerdo con información suministrada por la Dirección General del ICBF, el Instituto entregará $118.000 millones de pesos para subsidios condicionados a nutrición de niños menores de 7 años, dentro del programa Familias en Acción.

Ahora, en títulos de tesorería TES, a 31 de enero de 2008, el ICBF tiene invertidos:

$ 1.089.556.900.000 es decir, UN BILLÓN OCHENTA Y NUEVE MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SEIS MILLONES NOVECIENTOS MIL PESOS. 

En valor de mercado, serían $ 1.122.803.677.909 es decir, UN BILLÓN CIENTO VEINTIDOS MIL OCHOCIENTOS TRES MILLONES SEICIENTOS SETENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS NUEVE PESOS.

COSTOS EN MATERIA DE SALUD

Las Madres Comunitarias cotizan, dentro del Régimen Contributivo para salud, el 4% sobre la beca que les otorga el ICBF, costo llega a $ 12.175.780.344, que también sale directamente  del bolsillo de las Madres Comunitarias. Sin embargo, la iniciativa de otorgar el salario mínimo reconoce la cotización del 8,5% sobre el salario mínimo que hace el empleador para el pago de la salud de cada Madre Comunitaria, valor que al mes representa $ 39.228, y al año $ 470.736, por cada Madre.  Esto quiere decir que para el empleador, los aportes en salud para todas las Madres Comunitarias, al año, representan $ 36.962.661.456.  Se debe reiterar que este valor ya esta reconocido dentro de la iniciativa.
Como es obvio, las madres, por su parte,  cotizarían para salud como cualquier trabajador, el 4% sobre el salario mínimo. Esto representa al mes, $ 18.460 y al año $ 221.520, por cada Madre. Es decir que al año, todas las Madres contribuirían en su aporte para salud con $ 17.393.971.920.

Frente al aporte sobre al 70% del salario, las Madres Comunitarias, si reciben un salario mínimo completo, le aportarían $ 5.218.191.576  más al sistema de salud.

Finalmente se pude concluir que en la actualidad las madres comunitarias en la practica se les da un trato como a cualquier trabajador; teniendo en cuenta que tienen un horario, una subordinación, pertenecen al sistema de seguridad social  cotizando  a su cargo un porcentaje igual que cualquier otro trabajador, es decir el 4%.   Todas estas circunstancias de hecho, nos permiten evidenciar la existencia de una relación laboral, que injustamente el mismo ordenamiento jurídico  se ha encargado de negar con reglamentaciones que desconocen la jerarquía de las disposiciones laborales y la teoría del contrato realidad. 

Cordialmente, 

LILIANA BARÓN CABALLERO                           CLARA PINILLOS ABOZAGLO

Representante del Casanare.                              Representante de Cundinamarca.   

Articulado Proyecto de Ley “Por el cual se establece la naturaleza jurídica del vinculo contractual de las madres comunitarias y se dictan otras disposiciones  .”
Artículo 1: Definición de madres comunitarias: Entiéndase por madres comunitarias, todas aquellas mujeres que presten sus servicios personales, cuidando y formando a algunos de los miembros de sectores poblacionales más vulnerables en un Hogar Comunitario de Bienestar, bajo la continuada subordinación a la Organización Comunitaria correspondiente, mediante remuneración justa, vital y móvil.
Artículo 2: Funcionamiento del Sistema de Hogares Comunitarios - contratos de colaboración: El servicio prestado por el Sistema de Hogares Comunitarios se implementará mediante la celebración de contratos estatales entre el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y las Organizaciones Comunitarias legalmente establecidas de conformidad con la ley. Tales contratos serán denominados genéricamente Contratos de Colaboración  los cuales podrán ser suscritos de manera directa con  las organizaciones comunitarias. 
Artículo 3: Obligaciones del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – contrato de colaboración: En virtud de los contratos de colaboración que se suscriban de conformidad con lo establecido en  el artículo segundo de esta ley; el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar se encuentra obligado a transferir a la Organización Comunitaria la totalidad de los recursos necesarios para el pago de salario mínimo, vital y móvil, prestaciones sociales y aportes de seguridad social derivados del contrato laboral existente entre tales Organizaciones y las Madres Comunitarias que laboren en los Hogares Comunitarios de Bienestar a su cargo. 

Los recursos provendrán del 3% de los aportes parafiscales, que las leyes 27 de 1974 y 89 de 1988 ordenó otorgarle al ICBF. 
Artículo 4: Obligaciones de las organizaciones comunitarias – contrato de colaboración: Las organizaciones comunitarias deben seleccionar y contratar autónomamente a las madres comunitarias, de conformidad con el número de madres comunitarias y los lineamientos para su selección, acordados con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en el Contrato de Colaboración. 
No serán responsabilidad del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar el salario, prestaciones y aportes en seguridad social derivados del contrato laboral con Madres Comunitarias que exceda el número de Madres Comunitarias 

acordado en el Contrato de Colaboración.

Artículo 5: Vínculo laboral existente entre las organizaciones comunitarias y las madres comunitarias: Las Madres Comunitarias serán trabajadoras particulares, estarán subordinadas a la Organización Comunitaria responsable del Hogar Comunitario de Bienestar en el que trabajen, y tendrán un vínculo laboral con ésta, regido por el Código Sustantivo del Trabajo. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar será solidariamente responsable con la Organización Comunitaria por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho las Madres Comunitarias, solidaridad que no obsta para que las partes del Contrato de Colaboración pacten las garantías que consideren procedentes.
Artículo 6: Seguridad Social. En virtud de la relación laboral existente entre las Madres Comunitarias y la Organización Comunitaria, para todos los efectos del Sistema de Seguridad Social en Salud, las Madres Comunitarias serán consideradas trabajadoras dependientes del sector privado. El Gobierno reglamentará la materia.

Artículo 7: Obligaciones pensionales. Las Organizaciones Comunitarias afiliarán a todas las Madres Comunitarias con las que suscriban contrato laboral a una entidad especializada en atención de pensiones, a la cual harán los aportes que de acuerdo con la ley les correspondan.

Cordialmente, 

LILIANA BARÓN CABALLERO                        CLARA PINILLOS ABOZAGLO

Representante del Casanare.                             Representante de Cundinamarca.   

